El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación.
Providencia:


Sentencia TUTELA – 2ª Instancia - 14 de octubre de 2016

Radicación Nro. :


66001-31-10-001-2016-00101-01

Accionante:


Cielo María Toro Palacio

Accionados:


Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones.

Proceso:



Acción de Tutela 

Magistrado Ponente:

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

TEMA:




PETICIÓN / CONCEDE / CONFIRMA / “La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho.”

(…)

“Está demostrado en el proceso que la accionante, por intermedio de su apoderado, el 12 de abril de 2016, presentó a Colpensiones “en ejercicio del derecho de petición”, cuenta de cobro, para el cumplimiento del mandamiento ejecutivo proferido por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda, de fecha 5 de septiembre de 2013, convalidado en auto del 25 de marzo de 2014, en el que se ordenó seguir adelante con la ejecución”

(…)

“En este caso, en el que no se ejerce la acción de tutela con el fin de obtener el pago de las sumas a que fue condenada la entidad demandada, la respectiva petición ha debido ser contestada en el término de quince días y como ese plazo se encuentra vencido, se considera vulnerado el derecho de petición de que es titular la accionante.”

(…)

“La Sala comparte parcialmente esa decisión, pues el referido derecho resultó efectivamente vulnerado en razón a que para la fecha en que se dictó el  fallo de primera instancia no se había demostrado que esa petición hubiese sido contestada, a pesar de que fue presentada desde el 12 de abril de 2016 y había vencido el  término previsto para hacerlo.”

“Sin embargo, la orden para protegerlo se impuso a la Gerente Nacional de Nómina de Colpensiones, a pesar de que carece de legitimación para hacerlo, pues esa competencia, como ya se dijo, radica en el al Gerente Nacional de Reconocimiento de la Vicepresidencia de Beneficios y Prestaciones Económicas de esa entidad, de conformidad con el numeral 6.1, artículo 6 del Acuerdo 0063 de 2013 expedido por la Junta Directiva de Colpensiones.

En consecuencia, se confirmará la sentencia que se revisa en cuanto concedió la tutela solicitada, pero se revocará el inciso segundo del ordinal primero del fallo, por ser improcedente la orden impuesta a la Gerente Nacional de Nómina de Colpensiones, pues carece de legitimación en la causa por pasiva y en su lugar se ordenará entonces al Gerente Nacional de Reconocimiento de esa entidad que dentro del término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, se pronuncie sobre la solicitud contenida en el escrito que le dirigió la accionante, por medio de su apoderado judicial, el 12 de abril del presente año.”

Citación jurisprudencial: Sentencia T-556 de 2013. / 

------------------------------------------------------

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, octubre tres (3) de dos mil dieciséis (2016)


Acta No. 477 del 3 de octubre de 2016

Expediente No. 66001-31-10-001-2016-00101-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el pasado 26 de agosto, en la acción de tutela que en su contra instauró la señora Cielo María Toro Palacio.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el apoderado judicial de la accionante los hechos que admiten el siguiente resumen: 
1.1.- El 12 de abril de 2016 elevó ante Colpensiones solicitud que se radicó bajo el No. 2016-35341785, relacionada con el acatamiento de una sentencia e información sobre el trámite administrativo para su cumplimiento.
1.2.- A la fecha de presentación de la acción de tutela no ha obtenido una respuesta por parte de la entidad accionada.
2.- Considera lesionado su derecho fundamental de petición. Para su protección, solicita se ordene a la entidad demandada, resuelva de fondo aquella solicitud.
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1.- Por auto del 19 de agosto de 2016, el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira admitió la demanda contra la Vicepresidenta de Beneficios y Prestaciones, el Gerente Nacional de Reconocimiento y la Gerente Nacional de Nómina de Colpensiones; decretó una prueba y ordenó las notificaciones de rigor.  Ninguno de aquellos funcionarios se pronunció.
3.- Mediante sentencia del 26 de agosto último se concedió el amparo solicitado y para proteger el derecho fundamental de petición de que es titular la accionante, se ordenó a la Gerente Nacional de Nómina de la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones, resolver de manera clara, precisa y congruente la petición que aquella elevó,  de fecha 12 de abril de 2016.
Para decidir así, con fundamento en jurisprudencia de la Corte constitucional que consideró aplicable al caso, estimó que el plazo legal para resolver la solicitud elevada por la demandante se encontraba vencido, sin que se haya expedido una respuesta de fondo.

6.- Inconforme con el fallo, el Vicepresidente de Financiamiento e Inversiones, asignado temporalmente en el cargo de Vicepresidente Jurídico y Secretario General de Colpensiones, lo impugnó. Argumentó que la acción de tutela resulta improcedente por cuanto la ley contempla otro mecanismo de defensa para resolver los solicitado, esto es, el proceso ejecutivo, de conformidad con el artículo 426 del Código General del Proceso, en concordancia con el 100 del Código Procesal del Trabajo y el 297 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, es decir, no se cumple con el requisito de subsidiaridad; tampoco se  demostró un perjuicio irremediable que justifique su excepción. Solicitó se modifique el fallo y en su lugar se declare la improcedencia de la acción.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2.- En este caso, corresponde a la Sala establecer si la entidad demandada lesionó al demandante el derecho de petición cuya protección invoca, con fundamento en que no le ha respondido la solicitud de cumplimiento de sentencia judicial, radicada el 19 de febrero de 2016 y si fueron o no acertados los argumentos del juzgado, para negar la tutela reclamada.
3.- Aquel derecho está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional:
“Dentro del marco citado, el derecho de petición se concreta (i) en la posibilidad que tiene cualquier persona de presentar peticiones ante las autoridades; (ii) en la obligación correlativa de las autoridades de emitir una respuesta pronta, clara, completa y de fondo a las solicitudes que le sean presentadas; y (iii) en la consecuente obligación de las autoridades de comunicar de manera oportuna a los peticionarios su respuesta. Igualmente debe anotarse que el derecho de petición guarda un vínculo de conexidad con otros derechos de igual relevancia como el derecho a la información y a la libertad de expresión.

“4.2. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición comprende los siguientes cuatro elementos:

“(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o tramitarlas;

“(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión en los términos consagrados en la ley;

“(iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y

“(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o información requerida.

 “…

“4.3 Resulta igualmente importante señalar que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que para que el derecho de petición sea efectivamente respondido, la respuesta al mismo ha de ser (i) suficiente, cuando quiera que resuelva materialmente la petición y satisfaga los requerimientos del solicitante, sin que por ello excluya la posibilidad de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; (ii) efectiva, si soluciona el caso que se plantea y (iii) congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, lo que supone que la solución o respuesta verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. De esta manera, solo se entenderá que el derecho de petición se encuentra garantizado cuando la respuesta al requerimiento hecho por el particular cumple con los anteriores aspectos.”
. 

4.- La ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; el 14 dice que  salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción y el parágrafo de la misma norma dice que cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.
5.- Está demostrado en el proceso que la accionante, por intermedio de su apoderado, el 12 de abril de 2016, presentó a Colpensiones “en ejercicio del derecho de petición”, cuenta de cobro, para el cumplimiento del mandamiento ejecutivo proferido por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda, de fecha 5 de septiembre de 2013, convalidado en auto del 25 de marzo de 2014, en el que se ordenó seguir adelante con la ejecución
.

También, que el Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones,  competente para hacerlo de  conformidad con el numeral 6.1, artículo 6 del Acuerdo 0063 de 2013 de la Junta Directiva de Colpensiones, no ha respondido aquella petición, pues hecho como ese no se demostró en el proceso.

En este caso, en el que no se ejerce la acción de tutela con el fin de obtener el pago de las sumas a que fue condenada la entidad demandada, la respectiva petición ha debido ser contestada en el término de quince días y como ese plazo se encuentra vencido, se considera vulnerado el derecho de petición de que es titular la accionante. 

En consecuencia, no comparte la Sala el argumento de defensa al que acudió la accionada para justificar la falta de respuesta a la petición elevada.
7.- La funcionaria de primera sede, como ya se indicara, concedió el amparo solicitado y ordenó a la Gerente Nacional de Nómina de la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones, resolver de manera clara, precisa y congruente, aquella petición.

La Sala comparte parcialmente esa decisión, pues el referido derecho resultó efectivamente vulnerado en razón a que para la fecha en que se dictó el  fallo de primera instancia no se había demostrado que esa petición hubiese sido contestada, a pesar de que fue presentada desde el 12 de abril de 2016 y había vencido el  término previsto para hacerlo.

Sin embargo, la orden para protegerlo se impuso a la Gerente Nacional de Nómina de Colpensiones, a pesar de que carece de legitimación para hacerlo, pues esa competencia, como ya se dijo, radica en el al Gerente Nacional de Reconocimiento de la Vicepresidencia de Beneficios y Prestaciones Económicas de esa entidad, de conformidad con el numeral 6.1, artículo 6 del Acuerdo 0063 de 2013 expedido por la Junta Directiva de Colpensiones.

8.- En consecuencia, se confirmará la sentencia que se revisa en cuanto concedió la tutela solicitada, pero se revocará el inciso segundo del ordinal primero del fallo, por ser improcedente la orden impuesta a la Gerente Nacional de Nómina de Colpensiones, pues carece de legitimación en la causa por pasiva y en su lugar se ordenará entonces al Gerente Nacional de Reconocimiento de esa entidad que dentro del término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, se pronuncie sobre la solicitud contenida en el escrito que le dirigió la accionante, por medio de su apoderado judicial, el 12 de abril del presente año.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley
R E S U E L V E

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el pasado 26 de agosto, en la acción de tutela instaurada por la señora Cielo María Toro Palacio contra la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones, excepto el el inciso segundo del ordinal primero que SE REVOCA, y en su lugar se ordena al Dr. Luís Fernando Ucros Velásquez, Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones, en el término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, resolver la solicitud que elevó la accionante, por medio de su apoderado judicial, el 12 de abril del presente año. 

SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO.- Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA



     (con salvamento de voto)



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Corte Constitucional. Sentencia T-556 de 2013. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.


� Folios 3 a 18 del cuaderno No. 1.
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